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VERSIÓN CONSOLIDADA DEL TRATADO CONSTITUTIVO DE LA COMUNIDAD EUROPEA 

(...) 

SEGUNDA PARTE 

CIUDADANÍA DE LA UNIÓN 

Artículo 17 

1.   Se crea una ciudadanía de la Unión. Será ciudadano de la Unión toda persona que ostente la nacionalidad de 
un Estado miembro. La ciudadanía de la Unión será complementaria y no sustitutiva de la ciudadanía nacional. 

2.   Los ciudadanos de la Unión serán titulares de los derechos y sujetos de los deberes previstos en el presente 
Tratado. 

 

Artículo 18(6) 

1.   Todo ciudadano de la Unión tendrá derecho a circular y residir libremente en el territorio de los Estados 
miembros, con sujeción a las limitaciones y condiciones previstas en el presente Tratado y en las disposiciones 
adoptadas para su aplicación. 

2.   Cuando una acción de la Comunidad resulte necesaria para alcanzar este objetivo, y a menos que el presente 
Tratado haya previsto los poderes de acción al respecto, el Consejo podrá adoptar disposiciones destinadas a 
facilitar el ejercicio de los derechos contemplados en el apartado 1. Decidirá de conformidad con el procedimiento 
en el artículo 251. 

3.   El apartado 2 no se aplicará a las disposiciones referentes a los pasaportes, los documentos de identidad, los 
permisos de residencia o cualquier otro documento asimilado, ni a las disposiciones referentes a la seguridad social 
o la protección social. 

 

Artículo 19 

1.   Todo ciudadano de la Unión que resida en un Estado miembro del que no sea nacional tendrá derecho a ser 
elector y elegible en las elecciones municipales del Estado miembro en el que resida, en las mismas condiciones 
que los nacionales de dicho Estado. Este derecho se ejercerá sin perjuicio de las modalidades que el Consejo 
adopte, por unanimidad, a propuesta de la Comisión y previa consulta al Parlamento Europeo; dichas modalidades 
podrán establecer excepciones cuando así lo justifiquen problemas específicos de un Estado miembro. 

2.   Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 190 y en las normas adoptadas para su aplicación, 
todo ciudadano de la Unión que resida en un Estado miembro del que no sea nacional tendrá derecho a ser elector 
y elegible en las elecciones al Parlamento Europeo en el Estado miembro en el que resida, en las mismas 
condiciones que los nacionales de dicho Estado. Este derecho se ejercerá sin perjuicio de las modalidades que el 
Consejo adopte, por unanimidad, a propuesta de la Comisión y previa consulta al Parlamento Europeo; dichas 
modalidades podrán establecer excepciones cuando así lo justifiquen problemas específicos de un Estado miembro. 
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Artículo 20 

Todo ciudadano de la Unión podrá acogerse, en el territorio de un tercer país en el que no esté representado el 
Estado miembro del que sea nacional, a la protección de las autoridades diplomáticas y consulares de cualquier 
Estado miembro, en las mismas condiciones que los nacionales de dicho Estado. Los Estados miembros 
establecerán entre sí las normas necesarias y entablarán las negociaciones internacionales requeridas para 
garantizar dicha protección. 

Artículo 21 

Todo ciudadano de la Unión tendrá el derecho de petición ante el Parlamento Europeo, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 194. 

Todo ciudadano de la Unión podrá dirigirse al Defensor del Pueblo instituido en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 195. 

Todo ciudadano de la Unión podrá dirigirse por escrito a cualquiera de las instituciones u organismos contemplados 
en el presente artículo o en el artículo 7 en una de las lenguas mencionadas en el artículo 314 y recibir una 
contestación en esa misma lengua. 

Artículo 22 

Cada tres años la Comisión informará al Parlamento Europeo, al Consejo y al Comité Económico y Social sobre la 
aplicación de las disposiciones de la presente parte. Dicho informe tendrá en cuenta el desarrollo de la Unión. 

Sobre dicha base, y sin perjuicio de las restantes disposiciones del presente Tratado, el Consejo, por unanimidad, 
a propuesta de la Comisión y previa consulta al Parlamento Europeo, podrá adoptar disposiciones encaminadas a 
completar los derechos previstos en la presente parte y recomendar su adopción a los Estados miembros con 
arreglo a sus respectivas normas constitucionales. 

(...) 

TÍTULO IV 

VISADOS, ASILO, INMIGRACIÓN Y OTRAS POLÍTICAS RELACIONADAS CON LA LIBRE CIRCULACIÓN DE PERSONAS 

Artículo 61 

A fin de establecer progresivamente un espacio de libertad, de seguridad y de justicia, el Consejo adoptará: 

a)    en un plazo de cinco años a partir de la entrada en vigor del Tratado de Amsterdam, medidas destinadas a 
garantizar la libre circulación de personas de conformidad con el artículo 14, conjuntamente con las 
medidas de acompañamiento directamente vinculadas con aquélla y relativas a los controles en las 
fronteras exteriores, el asilo y la inmigración, de conformidad con lo dispuesto en los puntos 2 y 3 del 
artículo 62, en la letra a) del punto 1 y en la letra a) del punto 2 del artículo 63, así como medidas para 
prevenir y luchar contra la delincuencia de conformidad con lo dispuesto en la letra e) del artículo 31 del 
Tratado de la Unión Europea; 

b)    otras medidas en los ámbitos del asilo, la inmigración y la protección de los derechos de los nacionales de 
terceros países, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 63; 

c)    medidas en el ámbito de la cooperación judicial en materia civil, de conformidad con el artículo 65;
d)    medidas adecuadas para fomentar e intensificar la cooperación administrativa, de conformidad con el 

artículo 66; 
e)    medidas en el ámbito de la cooperación policial y judicial en materia penal destinadas a garantizar un alto 

grado de seguridad mediante la prevención y la lucha contra la delincuencia dentro de la Unión, de 
conformidad con lo dispuesto en el Tratado de la Unión Europea. 
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Artículo 62 

El Consejo, con arreglo al procedimiento previsto en el artículo 67, adoptará, en el plazo de cinco años a partir de 
la fecha de entrada en vigor del Tratado de Amsterdam: 

1)    medidas encaminadas a garantizar, de conformidad con el artículo 14, la ausencia de controles sobre las 
personas en el cruce de las fronteras interiores, tanto de los ciudadanos de la Unión como de los nacionales 
de terceros países; 

2)    medidas sobre el cruce de las fronteras exteriores de los Estados miembros en las que se establezcan: 

a)    las normas y los procedimientos que deben aplicar los Estados miembros para la realización de 
controles sobre las personas en dichas fronteras; 

b)    las normas sobre visados aplicables a las estancias cuya duración no supere los tres meses, que 
incluirán: 

i)    la lista de los terceros países cuyos nacionales tengan la obligación de ser titulares de visado 
para cruzar una frontera exterior, y de aquéllos cuyos nacionales estén exentos de esa 
obligación, 

ii)    los procedimientos y las condiciones para la expedición de visados por los Estados miembros,
iii)    un modelo uniforme de visado,
iv)    normas para un visado uniforme;  

3)    medidas que establezcan las condiciones en las que los nacionales de terceros países puedan viajar 
libremente en el territorio de los Estados miembros durante un período no superior a tres meses. 

Artículo 63 

El Consejo, con arreglo al procedimiento previsto en el artículo 67, adoptará, en el plazo de cinco años a partir de 
la fecha de entrada en vigor del Tratado de Amsterdam: 

1)    medidas en materia de asilo, con arreglo a la Convención de Ginebra de 28 de julio de 1951 y al Protocolo 
de 31 de enero de 1967 sobre el estatuto de los refugiados y a otros tratados pertinentes, en los siguientes 
ámbitos: 

a)    criterios y mecanismos para determinar el Estado miembro que asume la responsabilidad de 
examinar una solicitud de asilo presentada en uno de los Estados miembros por un nacional de un 
tercer país; 

b)    normas mínimas para la acogida de los solicitantes de asilo en los Estados miembros;
c)    normas mínimas para la concesión del estatuto de refugiado a nacionales de terceros países;
d)    normas mínimas para los procedimientos que deben aplicar los Estados miembros para conceder o 

retirar el estatuto de refugiado;  
2)    medidas relativas a los refugiados y personas desplazadas, en los siguientes ámbitos: 

a)    normas mínimas para conceder protección temporal a las personas desplazadas procedentes de 
terceros países que no pueden volver a su país de origen y para las personas que por otro motivo 
necesitan protección internacional; 

b)    fomento de un esfuerzo equitativo entre los Estados miembros en la acogida de refugiados y 
personas desplazadas y en la asunción de las consecuencias de dicha acogida;  

3)    medidas sobre política de inmigración en los siguientes ámbitos: 

a)    condiciones de entrada y de residencia, y normas sobre procedimientos de expedición por los 
Estados miembros de visados de larga duración y de permisos de residencia, incluidos los destinados 
a la reagrupación familiar; 

b)    la inmigración y la residencia ilegales, incluida la repatriación de residentes ilegales; 
4)    medidas que definan los derechos y las condiciones con arreglo a los cuales los nacionales de terceros 

países que residan legalmente en un Estado miembro pueden residir en otros Estados miembros. 
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Las medidas adoptadas por el Consejo en virtud de los puntos 3 y 4 no impedirán a cualquier Estado miembro 
mantener o introducir en los ámbitos de que se trate disposiciones nacionales que sean compatibles con el 
presente Tratado y con los acuerdos internacionales. 

Las medidas que deban adoptarse con arreglo a la letra b) del punto 2, a la letra a) del punto 3 y al punto 4 no 
estarán sometidas al plazo de cinco años mencionado. 

Artículo 64 

1.   El presente título se entenderá sin perjuicio del ejercicio de las responsabilidades que incumben a los Estados 
miembros en materia de mantenimiento del orden público y salvaguardia de la seguridad interior. 

2.   En el caso de que uno o más Estados miembros se enfrenten a una situación de emergencia caracterizada por 
la llegada repentina de nacionales de terceros países, y sin perjuicio del apartado 1, el Consejo podrá adoptar, por 
mayoría cualificada y a propuesta de la Comisión, medidas provisionales por un período máximo de seis meses en 
beneficio de los Estados miembros afectados. 

Artículo 65 

Las medidas en el ámbito de la cooperación judicial en materia civil con repercusión transfronteriza que se 
adopten de conformidad con lo dispuesto en el artículo 67 y en la medida necesaria para el correcto 
funcionamiento del mercado interior, incluirán: 

a)    mejorar y simplificar: 

-    el sistema de notificación o traslado transfronterizo de documentos judiciales y extrajudiciales,
-    la cooperación en la obtención de pruebas,
-    el reconocimiento y la ejecución de resoluciones en asuntos civiles y mercantiles, incluidos los 

extrajudiciales;  
b)    fomentar la compatibilidad de las normas aplicables en los Estados miembros sobre conflictos de leyes y de 

jurisdicción; 
c)    eliminar obstáculos al buen funcionamiento de los procedimientos civiles fomentando, si fuera necesario, la

compatibilidad de las normas de procedimiento civil aplicables en los Estados miembros. 

Artículo 66 

El Consejo, con arreglo al procedimiento previsto en el artículo 67, tomará las medidas necesarias para garantizar 
la cooperación entre los servicios pertinentes de las administraciones de los Estados miembros en los ámbitos 
previstos en el presente título, así como entre dichos servicios y la Comisión. 

Artículo 67(7) 

1.   Durante un período transitorio de cinco años a partir de la entrada en vigor del Tratado de Amsterdam, el 
Consejo decidirá por unanimidad, a propuesta de la Comisión o a iniciativa de un Estado miembro y previa consulta 
al Parlamento Europeo. 

2.   Tras dicho período de cinco años: 

-    el Consejo decidirá a propuesta de la Comisión; ésta estudiará cualquier petición que le haga un Estado 
miembro para que presente una propuesta al Consejo, 

-    el Consejo, por unanimidad y previa consulta al Parlamento Europeo, adoptará una decisión con vistas a 
que todos o parte de los ámbitos cubiertos por el presente título se rijan por el procedimiento previsto en 
el artículo 251 y a adaptar las disposiciones relativas a las competencias del Tribunal de Justicia. 
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3.   Como excepción a lo dispuesto en los apartados 1 y 2, a partir de la entrada en vigor del Tratado de 
Amsterdam, el Consejo, por mayoría cualificada, a propuesta de la Comisión y previa consulta al Parlamento 
Europeo, adoptará las medidas mencionadas en los incisos i) e iii) de la letra b) del punto 2 del artículo 62. 

4.   Como excepción a lo dispuesto en el apartado 2, transcurrido un período de cinco años a partir de la entrada 
en vigor del Tratado de Amsterdam, el Consejo, con arreglo al procedimiento previsto en el artículo 251, adoptará 
las medidas mencionadas en los incisos ii) y iv) de la letra b) del punto 2 del artículo 62. 

5.   Como excepción a lo dispuesto en el apartado 1, el Consejo adoptará de conformidad con el procedimiento 
establecido en el artículo 251: 

-    las medidas previstas en el punto 1 y en la letra a) del punto 2 del artículo 63, siempre y cuando el Consejo 
haya adoptado previamente y de conformidad con lo dispuesto en el apartado 1 del presente artículo una 
legislación comunitaria que defina las normas comunes y los principios esenciales que rijan estas materias, 

-    las medidas previstas en el artículo 65, con exclusión de los aspectos relativos al Derecho de familia.

Artículo 68 

1.   El artículo 234 será de aplicación al presente título en las siguientes circunstancias y condiciones: cuando una 
cuestión sobre la interpretación del presente título o sobre la validez o la interpretación de actos de las 
instituciones comunitarias basados en el presente título se plantee en un asunto pendiente ante un órgano 
jurisdiccional nacional, cuyas decisiones no sean susceptibles de ulterior recurso judicial de Derecho interno, dicho 
órgano jurisdiccional pedirá al Tribunal de Justicia que se pronuncie sobre la misma, si estima necesaria una 
decisión al respecto para poder emitir su fallo. 

2.   El Tribunal de Justicia no tendrá en ningún caso competencia alguna sobre las medidas o decisiones adoptadas 
con arreglo al punto 1 del artículo 62 relativas al mantenimiento del orden público y a la salvaguardia de la 
seguridad interior. 

3.   El Consejo, la Comisión o un Estado miembro podrá pedir al Tribunal de Justicia que se pronuncie sobre una 
cuestión de interpretación del presente título o de actos de las instituciones comunitarias basados en el presente 
título. El fallo emitido por el Tribunal de Justicia en respuesta a tal petición no se aplicará a sentencias de órganos 
jurisdiccionales de los Estados miembros que tengan fuerza de cosa juzgada. 

Artículo 69 

La aplicación del presente título quedará sometida a lo dispuesto en el Protocolo sobre la posición del Reino Unido 
y de Irlanda así como al Protocolo sobre la posición de Dinamarca, y se entenderá sin perjuicio del Protocolo sobre 
la aplicación de determinados aspectos del artículo 14 del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea al Reino 
Unido y a Irlanda. 
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VERSIÓN CONSOLIDADA DEL TRATADO DE LA UNIÓN EUROPEA 

TÍTULO VI 

DISPOSICIONES RELATIVAS A LA COOPERACIÓN POLICIAL Y JUDICIAL EN MATERIA PENAL 

Artículo 29(13) 

Sin perjuicio de las competencias de la Comunidad Europea, el objetivo de la Unión será ofrecer a los ciudadanos 
un alto grado de seguridad dentro de un espacio de libertad, seguridad y justicia elaborando una acción en común 
entre los Estados miembros en los ámbitos de la cooperación policial y judicial en materia penal y mediante la 
prevención y la lucha contra el racismo y la xenofobia. 

Este objetivo habrá de lograrse mediante la prevención y la lucha contra la delincuencia, organizada o no, en 
particular el terrorismo, la trata de seres humanos y los delitos contra los niños, el tráfico ilícito de drogas y de 
armas, la corrupción y el fraude, a través de: 

-    una mayor cooperación entre las fuerzas policiales, las autoridades aduaneras y otras autoridades 
competentes de los Estados miembros, ya sea directamente o a través de la Oficina Europea de Policía 
(Europol), de conformidad con lo dispuesto en los artículos 30 y 32, 

-    una mayor cooperación entre las autoridades judiciales y otras autoridades competentes de los Estados 
miembros, también mediante la Unidad Europea de Cooperación Judicial (Eurojust), de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 31 y 32, 

-    la aproximación, cuando proceda, de las normas de los Estados miembros en materia penal, de 
conformidad con lo dispuesto en la letra e) del artículo 31. 

Artículo 30 

1.   La acción en común en el ámbito de la cooperación policial incluirá: 

a)    la cooperación operativa entre las autoridades competentes, incluidos los servicios de policía, de aduanas y 
otros servicios especializados de los Estados miembros con funciones coercitivas, en relación con la 
prevención, localización e investigación de hechos delictivos; 

b)    la recogida, almacenamiento, tratamiento, análisis e intercambio de información pertinente, en particular 
mediante Europol, incluida la correspondiente a informes sobre operaciones financieras sospechosas que 
obre en poder de servicios con funciones coercitivas, con sujeción a las disposiciones correspondientes en 
materia de protección de datos personales; 

c)    la cooperación e iniciativas conjuntas en la formación, el intercambio de funcionarios de enlace, las 
comisiones de servicio, el uso de equipos y la investigación científica policial; 

d)    la evaluación común de técnicas especiales de investigación relacionadas con la detección de formas graves
de delincuencia organizada. 

2.   El Consejo fomentará la cooperación mediante Europol y, en particular, en un plazo de cinco años a partir de 
la fecha de entrada en vigor del Tratado de Amsterdam: 

a)    capacitará a Europol para que facilite y apoye la preparación y estimule la coordinación y ejecución de 
acciones específicas de investigación por las autoridades competentes de los Estados miembros, incluidas 
las actividades operativas de equipos conjuntos que incluyan representantes de Europol en calidad de 
apoyo; 

b)    adoptará medidas que permitan a Europol solicitar a las autoridades competentes de los Estados miembros 
la realización y la coordinación de sus investigaciones en casos concretos, así como desarrollar 
conocimientos especializados que puedan ponerse a disposición de los Estados miembros para ayudar a 
éstos en la investigación de casos de delincuencia organizada; 

c)    fomentará acuerdos de enlace entre las autoridades encargadas de la acusación y la investigación 
especializadas en la lucha contra la delincuencia organizada, en estrecha cooperación con Europol; 
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d)    creará una red de investigación, documentación y estadística sobre delincuencia transfronteriza.

Artículo 31(14) 

1.   La acción en común sobre cooperación judicial en materia penal incluirá, entre otras: 

a)    la facilitación y aceleración de la cooperación entre los ministerios y las autoridades judiciales o 
equivalentes competentes de los Estados miembros, también, en relación con las causas y la ejecución de 
resoluciones; 

b)    la facilitación de la extradición entre Estados miembros;
c)    la consecución de la compatibilidad de las normas aplicables en los Estados miembros, en la medida 

necesaria para mejorar dicha cooperación; 
d)    la prevención de conflictos de jurisdicción entre los Estados miembros;
e)    la adopción progresiva de medidas que establezcan normas mínimas relativas a los elementos constitutivos 

de los delitos y a las penas en los ámbitos de la delincuencia organizada, el terrorismo y el tráfico ilícito de 
drogas. 

2.   El Consejo fomentará la cooperación mediante Eurojust: 

a)    capacitando a Eurojust para que contribuya a una adecuada coordinación entre las autoridades nacionales 
de los Estados miembros encargadas de la persecución del delito; 

b)    impulsando la colaboración de Eurojust en las investigaciones relativas a asuntos de delincuencia 
transfronteriza grave, especialmente en casos de delincuencia organizada, teniendo en cuenta en 
particular los análisis de Europol; 

c)    favoreciendo una estrecha cooperación de Eurojust con la Red Judicial Europea con objeto, en particular, 
de facilitar la ejecución de las comisiones rogatorias y de las solicitudes de extradición. 

Artículo 32 

El Consejo establecerá las condiciones y límites con arreglo a los cuales las autoridades competentes referidas en 
los artículos 30 y 31 podrán actuar en el territorio de otro Estado miembro en colaboración con las autoridades de 
dicho Estado y de acuerdo con las mismas. 

Artículo 33 

El presente título se entenderá sin perjuicio del ejercicio de las responsabilidades que incumben a los Estados 
miembros en materia de mantenimiento del orden público y salvaguardia de la seguridad interior. 

Artículo 34 

1.   En los ámbitos a que se refiere el presente título, los Estados miembros se informarán y consultarán 
mutuamente en el seno del Consejo, con objeto de coordinar su acción. A tal fin establecerán una colaboración 
entre los servicios competentes de sus respectivas administraciones. 

2.   El Consejo dispondrá y fomentará, en la forma y según los procedimientos oportunos tal como se establece en 
el presente título, la cooperación pertinente para la consecución de los objetivos de la Unión. A tal fin, a iniciativa 
de cualquier Estado miembro o de la Comisión, el Consejo podrá, por unanimidad: 

a)    adoptar posiciones comunes que definan el enfoque de la Unión sobre un asunto concreto;
b)    adoptar decisiones marco para la aproximación de las disposiciones legales y reglamentarias de los Estados 

miembros. Las decisiones marco obligarán a los Estados miembros en cuanto al resultado que deba 
conseguirse, dejando, sin embargo, a las autoridades nacionales la elección de la forma y de los medios. No
tendrán efecto directo; 

c)    adoptar decisiones con cualquier otro fin coherentes con los objetivos del presente título, con exclusión de 
toda aproximación de las disposiciones legales y reglamentarias de los Estados miembros. Estas decisiones 
serán obligatorias y no tendrán efecto directo; el Consejo adoptará por mayoría cualificada medidas que 
permitan aplicar estas decisiones a escala de la Unión; 
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d)    celebrar convenios recomendando su adopción a los Estados miembros según sus respectivas normas 

constitucionales. Los Estados miembros iniciarán los procedimientos pertinentes en un plazo que deberá 
fijar el Consejo. 

Salvo que dispongan lo contrario, los convenios, una vez hayan sido adoptados por la mitad de Estados 
miembros como mínimo, entrarán en vigor para estos últimos. Las medidas de aplicación de los convenios 
se aprobarán en el seno del Consejo por mayoría de dos tercios de las Partes Contratantes. 

3.(15)   Cuando el Consejo deba adoptar un acuerdo por mayoría cualificada, los votos de los miembros se 
ponderarán con arreglo al apartado 2 del artículo 205 del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea y, para su 
adopción, los acuerdos del Consejo requerirán al menos sesenta y dos votos, que representen la votación favorable 
de diez miembros como mínimo. 

4.   Para las cuestiones de procedimiento el Consejo adoptará sus decisiones por mayoría de los miembros que lo 
componen. 

Artículo 35 

1.   El Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas será competente, con arreglo a las condiciones que 
establece el presente artículo, para pronunciarse, con carácter prejudicial, sobre la validez e interpretación de las 
decisiones marco y de las decisiones, sobre la interpretación de convenios celebrados de conformidad con el 
presente título y sobre la validez e interpretación de sus medidas de aplicación. 

2.   Mediante una declaración realizada en el momento de firmar el Tratado de Amsterdam o en cualquier 
momento posterior, cualquier Estado miembro podrá aceptar la competencia del Tribunal de Justicia para 
pronunciarse con carácter prejudicial, tal como se especifica en el apartado 1. 

3.   Los Estados miembros que formulen una declaración con arreglo al apartado 2 deberán especificar: 

a)    o bien que cualquier órgano jurisdiccional de dicho Estado cuyas decisiones no sean susceptibles de ulterior 
recurso judicial de Derecho interno pueda pedir al Tribunal de Justicia que se pronuncie, con carácter 
prejudicial, sobre una cuestión planteada en un asunto pendiente ante dicho órgano jurisdiccional, relativa 
a la validez o a la interpretación de un acto de los contemplados en el apartado 1, si dicho órgano 
jurisdiccional estima necesaria una decisión al respecto para poder emitir su fallo; 

b)    o bien que cualquier órgano jurisdiccional de dicho Estado pueda pedir al Tribunal de Justicia que se 
pronuncie, con carácter prejudicial, sobre una cuestión planteada en un asunto pendiente ante dicho 
órgano jurisdiccional, relativa a la validez o a la interpretación de un acto de los contemplados en el 
apartado 1, si dicho órgano jurisdiccional estima necesaria una decisión al respecto para poder emitir su 
fallo. 

4.   Cualquier Estado miembro, hubiere realizado o no una declaración con arreglo al apartado 2, estará facultado 
para presentar memorias u observaciones por escrito ante el Tribunal de Justicia en asuntos de los contemplados 
en el apartado 1. 

5.   El Tribunal de Justicia no será competente para controlar la validez o proporcionalidad de operaciones 
efectuadas por la policía u otros servicios con funciones coercitivas de un Estado miembro, ni sobre el ejercicio de 
las responsabilidades que incumben a los Estados miembros respecto al mantenimiento del orden público y la 
salvaguardia de la seguridad interior. 

6.   El Tribunal de Justicia será competente para controlar la legalidad de las decisiones marco y de las decisiones 
en relación con los recursos interpuestos por un Estado miembro o la Comisión por incompetencia, vicios 
sustanciales de forma, violación del presente Tratado o de cualquier norma jurídica relativa a su ejecución, o 
desviación de poder. Los recursos previstos en el presente apartado deberán interponerse en el plazo de dos meses 
a partir de la publicación de la medida. 

7.   El Tribunal de Justicia será competente para pronunciarse sobre cualquier litigio entre Estados miembros 
relativo a la interpretación o aplicación de actos adoptados de conformidad con el apartado 2 del artículo 34, 
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siempre que dicho litigio no pueda ser resuelto por el Consejo en el plazo de seis meses a partir de su remisión al 
Consejo por uno de sus miembros. El Tribunal será también competente para pronunciarse sobre cualquier litigio 
entre los Estados miembros y la Comisión relativo a la interpretación o la aplicación de convenios celebrados con 
arreglo a la letra d) del apartado 2 del artículo 34. 

Artículo 36 

1.   Se creará un Comité de Coordinación compuesto por altos funcionarios. Además de su función de coordinación, 
dicho Comité tendrá como misión: 

-    formular dictámenes dirigidos al Consejo, a petición de éste o por iniciativa propia,
-    contribuir, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 207 del Tratado constitutivo de la Comunidad 

Europea, a la preparación de los trabajos del Consejo en las materias a que se refiere el artículo 29. 

2.   La Comisión estará plenamente asociada a los trabajos en las materias contempladas en el presente título. 

Artículo 37 

En las organizaciones internacionales y en las conferencias internacionales en las que participen, los Estados 
miembros sostendrán las posiciones comunes adoptadas en aplicación de lo dispuesto en el presente título. 

Los artículos 18 y 19 se aplicarán, con las adaptaciones pertinentes, a las materias incluidas en el presente título. 

Artículo 38 

Los acuerdos a que se refiere el artículo 24 podrán tratar sobre materias incluidas en el presente título. 

Artículo 39 

1.   El Consejo consultará al Parlamento Europeo antes de adoptar cualquier medida mencionada en las letras b), 
c) y d) del apartado 2 del artículo 34. El Parlamento Europeo emitirá su dictamen dentro de un plazo que podrá 
fijar el Consejo y que no será inferior a tres meses. En ausencia de dictamen dentro de ese plazo, el Consejo podrá 
actuar. 

2.   La Presidencia y la Comisión informarán regularmente al Parlamento Europeo sobre los trabajos en curso en las 
materias a que se refiere el presente título. 

3.   El Parlamento Europeo podrá formular preguntas o recomendaciones al Consejo. El Parlamento Europeo 
procederá cada año a un debate sobre los progresos realizados en las materias a que se refiere el presente título. 

Artículo 40(16) 

1.   Las cooperaciones reforzadas en cualquiera de los ámbitos contemplados en el presente título tendrán por 
finalidad permitir que la Unión llegue a ser lo más rápidamente posible un espacio de libertad, seguridad y 
justicia, al tiempo que se respetan las competencias de la Comunidad Europea y los objetivos fijados por el 
presente título. 

2.   Los artículos 29 a 39 y los artículos 40 A, 40 B y 41 se aplicarán a las cooperaciones reforzadas previstas en el 
presente artículo, salvo disposición en contrario del artículo 40 A y de los artículos 43 a 45. 

3.   Las disposiciones del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea relativas a la competencia del Tribunal de 
Justicia y al ejercicio de la misma serán aplicables al presente artículo y a los artículos 40 A y 40 B. 
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Artículo 40 A (17) 

1.   Los Estados miembros que se propongan establecer entre sí una cooperación reforzada en virtud del artículo 40 
dirigirán una solicitud a la Comisión, que podrá presentar al Consejo una propuesta en tal sentido. Si no presenta 
ninguna propuesta, la Comisión comunicará los motivos a los Estados miembros interesados. Éstos podrán entonces 
presentar al Consejo una iniciativa destinada a que se autorice la cooperación reforzada de que se trate. 

2.   La autorización a que se refiere el apartado 1 será concedida por el Consejo, dentro del respeto a los artículos 
43 a 45, por mayoría cualificada, a propuesta de la Comisión o por iniciativa de al menos ocho Estados miembros y 
previa consulta al Parlamento Europeo. Los votos de los miembros del Consejo se ponderarán con arreglo al 
apartado 2 del artículo 205 del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea. 

Cualquier miembro del Consejo podrá solicitar que el asunto se remita al Consejo Europeo. Una vez suscitado 
dicho asunto ante este último, el Consejo podrá decidir de conformidad con lo dispuesto en el primer párrafo del 
presente apartado. 

Artículo 40 B (18) 

Cualquier Estado miembro que desee participar en una cooperación reforzada establecida en virtud del artículo 40 
A notificará su intención al Consejo y a la Comisión, que transmitirá al Consejo, en un plazo de tres meses a partir 
de la fecha de recepción de la notificación, un dictamen acompañado, en su caso, de una recomendación relativa 
a las disposiciones particulares que pueda considerar necesarias para que el Estado miembro interesado participe 
en la cooperación de que se trate. El Consejo se pronunciará sobre la solicitud en un plazo de cuatro meses a 
partir de la fecha de recepción de la notificación. La decisión se considerará aprobada salvo que el Consejo, por 
mayoría cualificada y en ese mismo plazo, decida dejarla en suspenso; en tal caso, el Consejo indicará los motivos 
de su decisión y fijará un plazo para volverla a estudiar. 

A efectos del presente artículo, el Consejo se pronunciará en las condiciones previstas en el apartado 1 del 
artículo 44. 

Artículo 41 

1.   Los artículos 189, 190, 195, 196 a 199, 203, 204, el apartado 3 del artículo 205 y los artículos 206 a 209, 213 a 
219, 255 y 290 del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea serán de aplicación a las disposiciones relativas a 
las materias a que se refiere el presente título. 

2.   Los gastos administrativos que las disposiciones relativas a las materias a que se refiere el presente título 
ocasionen a las instituciones correrán a cargo del presupuesto de las Comunidades Europeas. 

3.   Los gastos operativos derivados de la aplicación de dichas disposiciones también correrán a cargo del 
presupuesto de las Comunidades Europeas, excepto cuando el Consejo decida otra cosa por unanimidad. Cuando 
los gastos no corran a cargo del presupuesto de las Comunidades Europeas, correrán a cargo de los Estados 
miembros con arreglo a una clave de reparto basada en el producto nacional bruto, a menos que el Consejo decida 
otra cosa por unanimidad. 

4.   El procedimiento presupuestario establecido en el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea se aplicará a 
los gastos que corran a cargo del presupuesto de las Comunidades Europeas. 

Artículo 42 

El Consejo podrá decidir por unanimidad, a iniciativa de la Comisión o de un Estado miembro, previa consulta al 
Parlamento Europeo, que las acciones en los ámbitos contemplados en el artículo 29 queden incluidas en el título 
IV del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, determinando las condiciones de votación que correspondan. 
El Consejo recomendará la adopción de esta decisión por parte de los Estados miembros de conformidad con sus 
respectivas normas constitucionales. 

 


